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León, Guanajuato, a dieciocho de julio del año dos mil siete. . . . . . . . . . . . . . . .

V i s t o s  los autos del Recurso de Inconformidad, identificado con el número 259/2004, promovido por el ciudadano Mario Alberto Rodríguez Mariscal, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada “Distribuidora Mexicana de Gas L.P.”, Sociedad Anónima de Capital Variable; y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación de la resolución impugnada por la parte recurrente, atento a lo que establece la fracción II del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Los actos impugnados en el presente recurso, se encuentran acreditados con: la copia al carbón del "acta de aseguramiento y/o clausura de bienes por considerarlos un riesgo inminente” de fecha cinco de julio del dos mil cuatro, elaborada por el inspector Juan Carlos Hernández Barrón, así como con el original de la resolución "que dicta sanciones y cumplimientos a la falta de medidas de seguridad” emitida en esa misma fecha por el titular de la Dirección de Protección Civil de León, Guanajuato; debiendo añadir que los actos impugnados son reconocidos por las autoridades demandadas al contestar el recurso. Lo anterior conlleva a considerar dichas documentales como públicas por lo que merecen pleno valor probatorio conforme a lo dispuesto en los artículos 132, 207 y 212 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece a este recurso de inconformidad el Licenciado Mario Alberto Rodríguez Mariscal, se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número tres mil ciento veinte, de fecha trece de febrero del dos mil cuatro, otorgada ante la fe de la Licenciada Josefina Sosa Ramírez, titular de la Notaria Pública número treinta y dos, en legal ejercicio en el Distrito Bravos, en Ciudad Juárez, Chihuahua; en la cual se desprende que el Señor Miguel Zaragoza Fuentes, en su carácter de Apoderado General de “Distribuidora Mexicana de Gas L.P.” Sociedad Anónima de Capital Variable, otorga a favor del Licenciado Mario Alberto Rodríguez Mariscal, un poder general para pleitos y cobranzas, con todas las facultades generales y aún con las especiales que de acuerdo con la ley requieran poder o cláusula especial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Copia certificada por el Licenciado Jaime Alfredo Delgado Lara, Notario Público número siete, en legal ejercicio en el Distrito Bravos de Ciudad Juárez,  Chihuahua, que constituye un documento público conforme lo establece el artículo 132 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del citado Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, según se dispone en el artículo 41 segundo párrafo del referido reglamento, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por ser una cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, este  Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa, las autoridades demandadas hicieron valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, al señalar que el acto impugnado consistente en el acta de aseguramiento de bienes o clausura, elaborada por el inspector Juan Carlos Hernández Barrón, el cinco de julio del dos mil cuatro, fue consentido tácitamente al no haberse promovido, dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de la notificación del acta mencionada. . . . . . . . . . . .

Causal que a juicio de este Resolutor resulta infundada, debido a que en primer término, dicha acta de aseguramiento forma parte de un procedimiento administrativo, el 0750/2004, seguido ante la Dirección de Protección Civil, el que precisamente concluyó con la resolución que dictó sanciones y faltas de medidas de seguridad, que aunque fue emitida en la misma fecha, la que le fue notificada a la parte recurrente hasta el catorce de julio de ese año, razón por la que no existe el consentimiento tácito que se argumenta, ya que existen dos momentos procesales oportunos para impugnar un acto de procedimiento: cuando se emite dicho acto y cuando se resuelve a través de la resolución que pone fin a dicho asunto; luego entonces no podría hablarse de consentimiento tácito cuando se promovió el recurso dentro del termino establecido en el artículo 29 del Reglamento de la materia, en contra de la resolución emitida; en segundo lugar, no puede existir consentimiento tácito porque en estricto sentido, la persona moral visitada, a través de su representante legal, no tuvo conocimiento de tal acta el cinco de julio del dos mil cuatro, pues no se dejó un citatorio previo a dicha acta en la que se citara al representante legal; por lo que no se actualiza la causal en comento. . . . . . . . . . . . . . .  

Por otra parte, de oficio, este juzgador advierte que no se actualiza ninguna de las previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, o en los preceptos correlativos contenidos en la Ley estatal aplicable en la materia, razón por la que se procede al estudio del fondo del presente asunto, mediante el análisis de los agravios esgrimidos por la parte recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- En el primer agravio, aduce la parte recurrente que le causan agravio los actos ejecutados, porque - señala textualmente-: "... se llevó a cabo una orden de inspección y aseguramiento de bienes propiedad de mi mandante sin que existiera orden escrita de inspección emitida por el Director de Protección Civil conforme a lo dispuesto por el artículo 105 fracción I, del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato...". . . .
Para este Juzgador resulta fundado el agravio que se hace valer, en razón de que, efectivamente, como se desprende de las constancias que integran la presente causa administrativa y de los propios actos reclamados, el inspector Juan Carlos Hernández Barrón, llevó a cabo una diligencia de aseguramiento de bienes por considerarlos un riesgo inminente, el día cinco de julio del dos mil cuatro, sin embargo dicha diligencia se realizó, -como efectivamente lo señala el recurrente- sin contar con una orden de verificación o inspección emitida por el titular de la dependencia, por lo que de acuerdo a la ley estatal de la materia y al propio reglamento de aplicación en el ámbito municipal en la misma materia, dicha acta de aseguramiento resulta ilegal, pues el referido inspector no estaba facultado para dictar el aseguramiento, resguardo o clausura de un vehículo propiedad de la parte recurrente, por no derivar la medida de seguridad de una visita, ordenada en los términos del artículo 104 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, la obligación de que, para dictar una medida de seguridad exista previamente una orden de visita de inspección, se deriva del análisis de los siguientes preceptos aplicables: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 88 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato dispone lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“ARTÍCULO 88.- La Secretaría, a través de la unidad estatal de protección civil y los ayuntamientos, ejercerán las funciones de vigilancia y verificación, y aplicarán las sanciones que en este ordenamiento se establecen.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precepto del cual emanan las facultades de las autoridades para realizar verificaciones o inspecciones a los establecimientos de los particulares, en materia de Protección Civil. A su vez, en el artículo 90 fracción I de la ley señalada, se dispone lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 90.- Las verificaciones se sujetarán a las siguientes bases: . . . . . . . . . . .

I.- El verificador deberá contar con una orden por escrito que contendrá la fecha y ubicación del inmueble por verificar; objeto, alcance y aspectos de la visita; el fundamento legal y la motivación de la misma; el nombre y la firma de la autoridad que expida la orden y el nombre del verificador;”.

De donde se desprende con claridad que la ley establece que, para realizar cualquier verificación o inspección resulta necesario que se cuente o se emita una orden de verificación o inspección, la que debe ser emitida por el titular de la dependencia, y en el caso concreto no se emitió orden alguna por el titular de la Unidad Municipal de Protección Civil; por otro lado, si bien es cierto que el acta de aseguramiento impugnada, emitida por el inspector Juan Carlos Hernández Barrón, se dictó porque a su juicio era necesaria la imposición de una medida de seguridad, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento de la materia, ya que se trataba de un riesgo inminente el hecho de que una pipa propiedad de la empresa recurrente, abasteciera de gas en la vía pública a otro vehículo, también lo es que, del análisis de los preceptos aplicables se concluye que, la necesidad de ejecutar una medida de seguridad, no excluye la obligación legal y reglamentaria de contar con la debida orden de verificación, tal y como se desprende de los artículos 93 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato y 120 segundo párrafo del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 93 de la ley estatal establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
“ARTÍCULO 93.- Cuando de la verificación se advierta que existe un alto riesgo, la unidad estatal pondrá en marcha las siguientes medidas de seguridad: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

I.- Identificación y delimitación de lugares o zonas de riesgo; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

II a VII...”. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


El citado precepto es congruente con lo que establece el segundo párrafo del artículo 120 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, el cual textualmente señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 120.- Las medidas...; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, cuando exista un riesgo inminente, el personal comisionado para la práctica de la inspección, podrá aplicar dichas medidas al momento de la diligencia, asentando dicha circunstancia en el acta, debiendo dar cuenta de inmediato de tal situación al Director de la Unidad para la aprobación de la medida.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


De donde se desprende que previamente a la puesta en marcha de las medidas de seguridad, debe existir una inspección y por ende la orden para realizar la misma, pues la posibilidad de imponer medidas de seguridad sin la orden respectiva, no resulta sustentada a la luz de los preceptos transcritos, pues la puesta en marcha de las medidas de seguridad depende de la realización de las verificaciones o inspecciones que se ordenen . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En el Reglamento citado, se contemplan las medidas de seguridad como una facultad de la Unidad Municipal de Protección Civil (artículos 118 y 120), referidas al Director de la misma, pues aunque el segundo párrafo del artículo 120, antes trascrito, permite al personal de la Unidad aplicarlas, esto es siempre que al  mismo se le haya comisionado para la práctica de la inspección, es decir la aplicación de las medidas de seguridad queda circunscrita al momento de la visita, condicionando además que la aplicación de dichas medidas están sujetas a la aprobación por parte del titular de la Unidad, para lo que el inspector debe dar cuenta de inmediato a su superior; de esta manera se advierte que sólo en el caso de que al estarse realizando la inspección, se perciba un riesgo inminente, es cuando el inspector puede aplicar una medida de seguridad, la que siempre estará sujeta a la aprobación del titular de la Unidad, por lo que se sostiene que le corresponde al director su implementación; y por otro lado se reafirma que previamente a la implementación de una medida, es menester que se haya girado la respectiva orden de inspección, pues el párrafo aludido se refiere al: “personal comisionado para la práctica de la inspección”  y no podría haber legalmente personal comisionado para practicar una visita si antes no existe una orden. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En esta tesitura, en el caso concreto, al advertirse que no se emitió la orden de inspección previa al levantamiento del acta de aseguramiento y/o clausura de bienes por considerarlos un riesgo inminente de fecha cinco de julio del dos mil cuatro, en la que se aseguró y resguardó una unidad propiedad de la empresa recurrente, resulta que tal aseguramiento y resguardo así como el acta que se levantó resultan ilegales, pues el inspector que las realizó no estaba facultado para ello, al no contar con la debida orden de inspección emitida por el titular de la dependencia. . . . 

Por lo anterior al no haberse cumplido con lo dispuesto en los artículos 90 fracción I de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato y 105 del Reglamento del Sistema de Protección Civil de León, Guanajuato, el inspector Juan Carlos Hernández Barrón resulta incompetente para levantar el acta de aseguramiento impugnada, ya que no existía orden de inspección alguna que le permitiera actuar, por lo que el aseguramiento y resguardo así como el acta levantada con motivo del mismo resultan ilegales al encuadrar en el supuesto establecido en la fracción I del artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, por lo que con fundamento en los artículos 213 fracción II de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 48 fracción II del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, se declara su nulidad total. . . . . . . . .  
Por consiguiente y como consecuencia de lo anterior, procede declarar la nulidad total de la resolución dictada por el Director de Protección Civil, en esa misma fecha, dentro del expediente administrativo número 0750/2004, en la que se impuso una multa por el equivalente a trescientos cincuenta salarios mínimos generales diarios vigentes en el Municipio; toda vez que dicha resolución es una consecuencia directa del “acta de aseguramiento y/o clausura” del cinco de julio de ese año, afectada de ilegalidad, ya que fue la conclusión del "procedimiento de inspección" número 0750/04, que con dicha acta se inició. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEPTIMO.-  Al resultar fundado el primer agravio y suficiente para declarar la nulidad total de los actos impugnados, no ha lugar a analizar los restantes agravios esgrimidos por el recurrente, pues su estudio resulta innecesario, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. . . .

No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por todo lo expuesto, y con fundamento además en lo señalado en los artículos 209 y 213 fracción II, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 88, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y, 47 y 48 fracción II del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :
Segundo.- Procedió el recurso de inconformidad interpuesto. . . . . . . . . . . . . . 

Tercero.- Se declara la Nulidad total de los actos impugnados, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando sexto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Con fundamento en el artículo 16 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, se habilita a la Licenciada Ma. de Los Ángeles Villa Pérez como Secretaria de Acuerdos de este Juzgado Segundo Administrativo Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así lo resolvió y firma la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, Secretaria del Juzgado Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, supliendo en términos del artículo 22 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, al titular por vacaciones; quien actúa asistida en forma legal con Secretaria habilitada, la Licenciada Ma. de los Ángeles Villa Pérez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

